ACCION DE FRAUDE A LOS ACREEDORES

 

HECHOS:

Hay dos empresas, una (en adelante denominada X ) se dedica a la  fabricación de pastas celulócica para el papel. La otra ( en adelante denominada M ) es una empresa papelera que utiliza esa pasta. La empresa X que hace la pasta es para papel especial y es la única en el país. En un momento, X tiene problemas financieros a punto tal que la empresa hace ventas anticipadas de pastas con adelanto de fondos a M, y X con ese dinero compra materia prima. Cada vez hay más adelanto de dinero y mas responsabilidades asumidas. La deuda por ventas anticipadas aumenta , por ello la empresa M solicita la constitución de una hipoteca sobre la planta industrial, para garantizar la deuda mencionada.

La empresa X había visto restringido su crédito de modo que para su obtención se venía garantizando mediante prendas sobre las maquinarias y con el giro en descubierto de su cuenta corriente.

La situación de la empresa X era comprometedora, la empresa M adquiere la planta, en la escritura dice que se paga una cierta suma de dinero y que se dan por canceladas las deudas de X a M por la cual se había constituido la mencionada hipoteca.

Un acreedor de X, proveedor de materia prima, le inicia acción pauliana argumentando que se trata de un acto de fraude a los acreedores.

 

 
 
· CONSIDERACIONES:
·          Resolver si se reputa , o no, fraude a los acreedores.
·          Recaudos a acreditar para que prospere la acción.
·          ¿ Cuáles serían los recaudos que deberían probarse si la acción la ejerce el Síndico de la quiebra , (para que ésta sea procedente), suponiendo que luego de la venta , se decreta la quiebra de la empresa y el acto queda comprendido dentro del llamado período de sospecha?
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

DESARROLLO:

Podemos decir que, en efecto, estamos ante la comisión de un fraude a los acreedores, puesto que en principio se encuentran reunidos los requisitos exigidos para que esto sea así.

Debemos precisar una aproximación hacia un concepto de fraude, podemos decir que es, al igual que la simulación, un acto o negocio de engaño, contrario a la verdad, pero en vez de ficticio es real y tendiente a eludir obligaciones.

Es necesario establecer que la noción de fraude hace referencia a los actos del deudor que disminuyen el patrimonio, provocando la insolvencia o agravándola, e impidiendo de tal modo la satisfacción de los créditos o las responsabilidades del deudor, con perjuicio para los acreedores.
En este sentido dispone el art. 961 del Código Civil que: “ Todo acreedor quirografario puede demandar la revocación de los actos celebrados por el deudor en perjuicio o en fraude de sus derechos ”.  
Para ejercer la acción de fraude, es necesario que se reúnan determinados requisitos:
                   PERJUICIO: El acreedor debe sufrir un perjuicio económico, aunque es necesario establecer que este requisito es de interpretación amplia. Esto es así puesto que todo acto del deudor puede producirlo, ya sea de disposición o de administración.
                   LA INSOLVENCIA: Esto no deriva del perjuicio del incumplimiento del deudor, sino de su insolvencia para cumplir, que es la impotencia patrimonial.
                   LA FECHA: Sólo tienen acción revocatoria los acreedores de fecha anterior al acto de fraude que provocó o agravó la insolvencia del deudor.
                   ACREEDORES: Esto se encuentra relacionado con quienes tienen la mencionada acción, ésta le corresponde únicamente a los acreedores quirografarios.
Los privilegiados, con privilegio general o especial, en principio quedan excluidos de la facultad de iniciar el juicio, pues pueden hacer efectivos sus créditos sobre ciertos y determinados bienes, inclusive con carácter reipersecutorio si el privilegio proviene de una hipoteca o prenda.
                   EL ACTO:  Si el acto de fraude fue oneroso, es decir, que el bien del deudor se traspasó al tercero por un precio en dinero o por otra contraprestación, el acreedor que inicia la acción pauliana tiene que probar que ese tercero fue cómplice del fraude, lo cual se presume si el adquirente tercero tenía conocimiento de la insolvencia del enajenante según lo establecen los arts. 968 y 969 del Código Civil.
Esto se encuentra reflejado en forma adecuada en nuestra jurisprudencia, como lo demuestra el fallo de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Morón, sala I, de octubre 15 de 1992, que establece en su parte pertinente: “ 2- Si la acción revocatoria se dirige contra título gratuito, los acreedores no tendrán a su cargo la prueba de la complicidad en el fraude, bastando sólo el ánimo de perjudicar por parte del deudor que se presume si el acto agrava su insolvencia. Ello así, por cuanto en tales actos, el interés de los acreedores es preferido al del adquirente, tenga o no éste buena fe ( art. 967 del Cód. Civil ). Por el contrario, si la acción se dirige contra un acto a título oneroso, además de los recaudos generales que exige el art. 962 del Cód. Civil, se requieren otros dos: a) que el deudor haya querido por este medio defraudar a los acreedores; b) que el tercero con el cual ha contratado haya sido cómplice en el fraude “.
Al analizar el caso que nos compete, podemos decir que el tercero adquirente conocía de la insolvencia del deudor , ya que el mismo le otorgó créditos a pagar porque el deudor no podía hacer frente a los compromisos asumidos.
Por último debemos aclarar que si la acción prospera, el acreedor no toma posesión del bien, sino que solicita su venta para cobrarse y, una vez satisfecho su crédito y los accesorios, lo que resta es del adquirente del bien y no vuelve al enajenante fraudulento.
En relación con el supuesto del punto número tres, es necesario en primer término establecer en forma clara a que llamamos período de sospecha. Según lo establece la ley 24.522 de Concursos y Quiebras en su art. 116 “Denomínase período de sospecha al que transcurre entre la fecha que se determine como iniciación de la cesación de pagos y la sentencia de quiebra “.
La mencionada ley establece en su art. 118 ciertos actos que son ineficaces de pleno derecho respecto de los acreedores cuando son realizados por el deudor en el período de sospecha, ellos son : 

actos a título gratuito; pago anticipado de deudas cuyo vencimiento según el título debía producirse en el día de la quiebra o con posterioridad; constitución de hipoteca o prenda respecto de obligación no vencida que originariamente no tenía esa garantía.

El art. 119 de la ley 24.522 establece que los demás actos perjudiciales para los acreedores, otorgados en el período de sospecha pueden ser declarados ineficaces respecto de los acreedores, si quien celebró el acto con el fallido tenía conocimiento del estado de cesación de pagos del deudor.

Agrega el mencionado artículo : “ La acción es ejercida por el síndico; está sujeta a autorización previa de la mayoría simple del capital quirografario verificado y declarado admisible y no está sometida a tributo previo....”

Podemos decir entonces que existen tres recaudos a tener para la procedencia de esta acción : a) que el acto haya sido otorgado en período de sospecha; b) que el cocontratante del fallido hubiera tenido conocimiento de la cesación de pagos de éste al tiempo de contratar; c) que el acto cause perjuicio a los acreedores.

La acción tiene un plazo para ser efectuada, la ley 24.522 establece que el plazo de perención es de seis meses.

Sin perjuicio de la responsabilidad del síndico, cualquier acreedor interesado puede deducir la mencionada acción, después de transcurridos treinta días desde que se haya intimado al síndico par que la inicie. Por último es necesario destacar que en este supuesto, si se declara la ineficacia, el acreedor tiene derecho al resarcimiento de sus gastos y a una preferencia especial sobre los bienes recuperados, que determina el juez entre la tercera y la décima parte del producido de éstos.
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